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Principios administrativos

1. de competencia: toda competencia otorgada a los entes y órganos que conforman la Administración 
pública comprende una facultad de actuar y una obligación de ejercerla bajo las condiciones, límites y 
procedimientos establecidos legalmente. La competencia será irrenunciable, indelegable e improrrogable, 
salvo los casos de delegación y avocación. 2. de eficacia de la actividad administrativa: la actividad de los 
entes y órganos de la Administración pública perseguirá el cumplimiento de los objetivos y metas fijados en 
las normas, planes y convenios de gestión, bajo la orientación de las políticas y estrategias establecidas por 
el o la presidente de la República. La Administración pública debe garantizar la efectividad de los servicios 
públicos y otras actividades de interés general, en especial su cobertura universal, continua y de calidad. 
Todo procedimiento administrativo debe lograr su finalidad y evitar dilaciones indebidas. La actividad de las 
unidades administrativas sustantivas de los entes y órganos de la Administración pública del Estado se 
corresponderá a la misión de éstas, y la actividad desarrollada por las unidades administrativas de apoyo 
técnico y logístico se adaptará a las de aquellas. 3. de funcionamiento planificado y evaluación del 
desempeño y de los resultados: el funcionamiento de los entes y órganos que conforman la Administración 
Pública se sujetará a las políticas, estrategias, metas y objetivos que se establezcan en los respectivos planes 
estratégicos u operativos y a los convenios de gestión. Igualmente, comprenderá el seguimiento de las 
actividades, así como la evaluación y control del desempeño institucional y de los resultados alcanzados. 4. 
de jerarquía: los órganos de las Administración pública estarán jerárquicamente ordenados y relacionados de 
conformidad con la distribución vertical de atribuciones en niveles organizativos. Los órganos de inferior 
jerarquía estarán sometidos a la dirección, supervisión y control de los órganos superiores de la 
Administración pública con competencia en la materia respectiva, los órganos administrativos podrán dirigir 
las actividades de sus órganos jerárquicamente subordinados mediante instrucciones y órdenes. Cuando una 
disposición específica así lo establezca o se estime conveniente por razón de los destinatarios o de los 
efectos que puedan producirse, las instrucciones y órdenes se publicarán y difundirán de conformidad con la 
ley. 5. de juridicidad: la Administración pública se organiza y actúa de conformidad con el principio de 
juridicidad, por el cual la asignación, distribución y ejecución de las competencias de los entes y órganos 
administrativos se sujeta a lo dispuesto por la Constitución, las leyes y los reglamentos dictados formal y 
previamente conforme al derecho. 6. de lealtad institucional: los entes y órganos que conforman la 
Administración pública actúan y se relacionan de acuerdo con el principio de lealtad institucional y, en 
consecuencia: (i) respetarán el ejercicio legítimo de las competencias por parte de otros órganos y entes 
administrativos ii) considerarán, en el ejercicio de sus competencias propias, la totalidad de los intereses 
públicos implicados y, en concreto, aquellos cuya gestión esté encomendada a otros entes u órganos (iii) 
facilitarán a los otros órganos y entes la información que precisen sobre la actividad que desarrollen en el 
ejercicio de sus propias competencias, los cuales en el uso de dichas informaciones respetarán cualquier 
limitación dispuesta por la ley, y (iv) prestarán, en el ámbito propio, la cooperación y asistencia que los otros 



entes y órganos pudieran requerir para el ejercicio de sus competencias. Las normas y actos dictados por un 
ente u órgano administrativo en el ejercicio de sus competencias propias deberán ser acatados por los demás 
entes y órganos, que no dependan jerárquicamente entre sí o pertenezcan a otro ámbito de la Administración 
pública. 7. de racionalidad: el tamaño y la estructura organizativa interna de los entes y órganos de la 
Administración pública serán proporcionales y consistentes con los fines y propósitos que les han sido 
asignados. Las formas organizativas que adopte la Administración pública serán las necesarias para el 
cumplimiento de sus metas y objetivos y propenderán a la utilización racional de los recursos del Estado. 8. 
de rendición de cuentas: el ejercicio de toda autoridad o función administrativa supone la obligación de las 
autoridades o funcionarios de la Administración pública de rendir cuentas por su actuación en los términos y 
condiciones que determine la ley. 9. de responsabilidad fiscal de la organización: no podrán crearse nuevos 
entes y órganos en la Administración pública que impliquen un aumento en el gasto corriente o 
endeudamiento del Estado y de las entidades descentralizadas territorialmente, sin que se creen o prevean 
nuevas fuentes de ingresos ordinarios de igual o mayor magnitud a la necesaria para permitir su 
funcionamiento. 10. de separación de funciones: el principio de separación de funciones se encuentra 
consagrado en el artículo 4 de la Constitución que establece que los poderes del Estado: “... son 
independientes en el ejercicio de sus respectivas funciones...". Del mismo modo está contenido en los 
artículos 8. 1 de la Convención Americana de Derechos Humanos y 14. 1 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos. Este principio implica que, en el ámbito de cualquier proceso, las funciones 
jurisdiccionales deben estar separadas de aquellas encaminadas a la investigación y acusación, 
constituyendo las primeras, la tutelar de las garantías constitucionales y reservadas al juez o tribunal, y las 
segundas, a los funcionarios del ministerio público. Esta separación de funciones un estandarte del debido 
proceso que fortalece la independencia e imparcialidad del juzgador. 11. de simplicidad y cercanía 
organizativa a los particulares: la Administración pública perseguirá la simplicidad institucional en su 
estructura organizativa, asignación de competencias, adscripciones administrativas y relaciones Inter 
orgánicas e intersubjetivas. La estructura organizativa preverá la comprensión, acceso, cercanía y 
participación de los particulares de manera que les permitan resolver sus asuntos, ser auxiliados y recibir la 
información que requieran por cualquier medio. 12. de transparencia: las personas tienen el derecho de ser 
informados de manera oportuna, amplia y veraz sobre la actividad administrativa y los resultados de la 
gestión pública. En consecuencia, los entes públicos establecerán sistemas que suministren a la población la 
más amplia, oportuna y veraz información sobre sus actividades, con el fin de que se pueda ejercer el control 
social sobre la gestión pública. Cualquier administrado puede solicitar, de conformidad con la ley, a los 
entes y órganos de la Administración pública, la información que desee sobre la actividad de éstos. Todos 
los entes y órganos de la Administración pública mantendrán permanentemente actualizadas y a disposición 
de las personas, en las unidades de información correspondientes, el esquema de su organización, la de los 
órganos dependientes y la de los organismos autónomos que le están adscritos, así como guías informativas 
sobre los procedimientos administrativos, servicios y prestaciones aplicables en el ámbito de su 
competencia. 13. de unidad de la Administración pública: todos los entes y órganos que ejerzan una función 
administrativa estarán regidos en el cumplimiento de su misión por el principio de unidad de la 
Administración pública. En consecuencia, incumbirá a las autoridades del Estado determinar las condiciones 
y normas esenciales de organización y funcionamiento de los servicios públicos, lo cual requiere disponer y 
ejercer un control jerárquico, de fiscalización o de tutela, para garantizar la protección del interés general y 
de los derechos de las personas. El o la Presidente de la República es la máxima autoridad rectora de la 
Administración Pública en el marco del Poder Ejecutivo y, en tal condición, posee prerrogativas de 
regulación, dirección y control sobre la función administrativa y sobre los entes y órganos que la ejercen, 
para garantizar la unidad de la Administración pública, dentro de los límites establecidos por la Constitución 
y las leyes.


